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OBSERVACIONES CERMI AL ANTEPROYECTO DE LEY DE ORDENACIÓN DE LOS TRASNPORTES TERRESTRES 
PRIMERO. En términos generales se considera necesario que, ante la próxima entrada en vigor – 1 de mazo de 2013- del Reglamento nº 181/2011 sobre los derechos de los viajeros de autobús y autocar y por el que se modifica el Reglamento (CE) nº 2006/2004, se aproveche esta modificación para incorporar las cuestiones del Reglamento 181/2011 que garantizan los derechos de los pasajeros, y en especial de los que tienen una discapacidad y de los que tengan movilidad reducida, así como de aquella normativa relacionada como la Directiva 2001/85 sobre condiciones de accesibilidad de los vehículos, y que afectan al desempeño de la actividad que regula la LOTT. En particular respecto de las siguientes cuestiones: 

a. Mención específica al cumplimiento de los requisitos de accesibilidad para la obtención de la autorización de transporte público art. 43 apartado e). 

Uno. El artículo 43 queda redactado en los siguientes términos: 
«Artículo 43. El otorgamiento de la autorización de transporte público estará condicionado a que la empresa solicitante acredite, de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine, el cumplimiento de los siguientes requisitos: 
a) Tener nacionalidad española o encontrarse amparado por el régimen comunitario de extranjería o, en su defecto, contar con las oportunas autorizaciones requeridas, de conformidad con la legislación reguladora del régimen general de extranjería, para realizar la actividad profesional de transportista en nombre propio en España. 
b) Cuando no se trate de una persona física, tener personalidad jurídica propia e independiente de la de aquellas personas que, en su caso, la integren. 
En ningún supuesto podrán otorgarse autorizaciones de forma conjunta a más de una persona ni a comunidades de bienes. Tampoco se otorgarán autorizaciones a personas jurídicas sin ánimo de lucro. 
Tratándose de personas jurídicas, la realización de transporte público debe formar parte de su objeto social de forma expresa. 
c) Cumplir los requisitos de establecimiento, honorabilidad, capacidad financiera y competencia profesional de conformidad con lo dispuesto en esta ley y en la reglamentación de la Unión Europea por la que se establecen normas comunes relativas a las condiciones que han de cumplirse para el ejercicio de la profesión de transportista por carretera, así como en las normas reglamentarias dictadas para la ejecución y desarrollo de tales disposiciones. 
d) Cumplir las obligaciones de carácter fiscal, laboral y social exigidas por la legislación vigente. 
e) Cumplir, en su caso, aquellas otras condiciones específicas necesarias para la adecuada prestación de los servicios que reglamentariamente se establezcan, atendiendo a principios de proporcionalidad y no discriminación, en relación con la clase de transporte de que se trate en cada caso. Expresamente se tendrá en cuenta el cumplimiento de las condiciones de accesibilidad para personas con discapacidad y de las personas con movilidad reducida que en cada caso apliquen. 
Reglamentariamente se podrá prever, no obstante, algún supuesto en que, a solicitud del interesado, la Administración podría autorizar que una empresa continúe funcionando, aunque transitoriamente incumpla alguna de las condiciones señaladas en el apartado c), por un plazo que en ningún caso podrá ser superior a seis meses.» 
b. Suspensión, y en su caso resolución, de la autorización cuando se incurra en una sanción por discriminación mientras no se subsane el incumplimiento (art.52) 

Dos. El artículo 52 queda redactado en los siguientes términos: 
«Artículo 52. 
1. Fuera del supuesto regulado en el artículo anterior, cuando la Administración constate el incumplimiento de alguna de las condiciones exigidas en el artículo 43, suspenderá la autorización, comunicándoselo a su titular, hasta que éste subsane dicho incumplimiento. 
Si dicha subsanación no tiene lugar con anterioridad a la finalización del más próximo período de visado, la autorización perderá su validez conforme a lo dispuesto en el artículo 51. 
Cuando se trate de las autorizaciones a que hace referencia el punto 3 del referido artículo 51, la suspensión se mantendrá indefinidamente en tanto que su titular no acredite haber subsanado el incumplimiento de que se trate. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el punto anterior, cuando el titular de la autorización sea contratista de la gestión de algún servicio público de transporte regular de viajeros de uso general, la Administración incoará el pertinente procedimiento de resolución del correspondiente contrato si aquél no acredita la subsanación del incumplimiento en el plazo de tiempo que reglamentariamente se determine. 
3. Lo dispuesto en los puntos anteriores de este artículo deberá entenderse sin perjuicio de la imposición de las sanciones que correspondan por el incumplimiento de los requisitos de que en cada caso se trate. No obstante cuando exista una sanción muy grave de acuerdo a lo dispuesto en el apartado 26.6. y 26.7 del artículo 140 se mantendrá la suspensión de la autorización hasta que no se cumplan las condiciones de accesibilidad que hayan dado lugar al incumplimiento, sin perjuicio de que en su caso se incoe procedimiento de resolución de acuerdo al punto 2 de este artículo. » 
c. Condiciones de prestación de asistencia en las estaciones de transporte por carretera de acuerdo a lo dispuesto en el art. 14 del Reglamento 181/2011 que entrará en vigor en marzo del 2013. 

Art. 140. 
26.7. El incumplimiento de las condiciones para la prestación de asistencia a las personas con discapacidad o con movilidad reducida por parte de la empresa contratista del servicio a las que se vea legal o contractualmente obligada. 

SEGUNDO. El CERMI se suma a la observación planteada por el Consejo de Consumidores y Usuarios respecto de las modificaciones del artículo 36 de la LOTT en relación al Consejo Nacional de TT, en los siguientes aspectos: 

Respecto de los puntos 2 y 4 del artículo 36, como ya hemos indicado en el apartado anterior (alegaciones genéricas), el Consejo de Consumidores y Usuarios solicita que los expertos que formarán parte del Consejo Nacional de Transportes Terrestres sean los propuestos por los diferentes sectores. 
El CERMI además entiende que es esencial para dar cumplimiento a la participación de las personas con discapacidad y movilidad reducida, que se mencione expresamente la necesaria participación en este órgano de las personas con discapacidad debido a su condición de usuarios con especiales necesidades. Por ello, y sin perjuicio de las modificaciones que se lleven a cabo por la alegación anterior sobre la designación de los miembros, se solicita se incluya el siguiente texto: 
2. El Consejo estará integrado por expertos designados por el Ministro de Fomento a propuesta de las empresas de transporte por carretera y ferrocarril y de otros modos de transporte; de los trabajadores de las empresas transportistas; de los usuarios del transporte, incluidas las personas con discapacidad y, en su caso, de las empresas de otros sectores de actividad relacionados con el transporte. 
4. Los miembros del Consejo no participan en éste en representación del sector que, en su caso, hubiese propuesto su nombramiento, sino a título individual, como expertos en la materia en la que se encuentren especializados. En consecuencia, no podrán ser representados en las deliberaciones del Consejo sino por otros consejeros. 
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